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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA CUARTA DE DECISIÓN LABORAL

Radicación Nro. :

66001-31-05-004-2016-00259-01 
Referencia: 
Consulta incidente de desacato
Accionante: 

Adriana Lucía Peláez Correa
Accionado: 
Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV
Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, C-367 de 2014.
	
	


Pereira, tres (03) de octubre de dos mil dieciséis (2016)
Acta número ____ de 03-10-2016
En virtud de lo dispuesto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, se procede a revisar, en grado jurisdiccional de consulta, el auto de fecha de 21-09-2016, proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, mediante el cual resolvió sancionar a Ramón Alberto Rodríguez Andrade en calidad de Director General de Gestión Social y Humanitaria, y Paula Gaviria Betancur, Directora General (sic), todos de la UARIV con cuatro (4) días de arresto y multa de cinco (05) SMLMV, por incumplir el fallo de tutela de fecha 22-07-2016-derecho de petición.
ANTECEDENTES

1. La persona incidentante, mediante escrito allegado el día 17-08-2016 expone: “…manifiesto que la uariv no a (sic) dado cumplimiento al fallo de tutela referido el 22-07-2016 por lo tanto solicito que se inicie incidente de desacato en contra de la mencionada entidad”. 
2. La Jueza de primer nivel, antes de dar apertura al incidente de desacato resolvió mediante auto del 18-08-2016, oficiar a Ramón Alberto Rodríguez Andrade en calidad de Director General de Gestión Social y Humanitaria, para que cumpla con el fallo de 22-07-2016.
3. Mediante auto de 24-08-2016 dispuso oficiar a la superior jerárquica Directora General de la misma entidad, Paula Gaviria Betancur, para que haga cumplir el fallo de tutela e inicie el correspondiente proceso disciplinario contra los accionados.
4. En auto de 02-09-2016 decidió aperturar incidente de desacato frente a Ramón Alberto Rodríguez Andrade en calidad de Director General de Gestión Social y Paula Gaviria Betancur, Directora General, todos de la UARIV, corriéndoles traslado por el término de 3 días, el que descorrieron en silencio. 
CONSIDERACIONES
1. Problema jurídico
¿Los sancionados han dado cumplimiento al fallo de tutela? 
2. Fundamentos de la decisión

Está previsto en el artículo 52 Decreto 2591 de 1991, y se adelanta en contra de la persona que incumpliere una orden de un juez proferida en un fallo de tutela, pudiéndose imponer arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.

La sanción se impone por el mismo juez que profirió el fallo, mediante trámite incidental y debe consultarse al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres (3) días siguientes si debe revocarse la sanción.

En ese orden, la Corte Constitucional entiende al desacato como un instrumento para propiciar el cumplimiento de un fallo de tutela, sin embargo “no es posible asumir que sea el único o el más relevante. Es evidente que “todo desacato implica incumplimiento pero no todo incumplimiento conlleva a un desacato”. Por ello, la doctrina pacífica y reiterada de este tribunal ha sido la de distinguir entre el desacato y el cumplimiento, siendo este último el instrumento más relevante y adecuado para hacer cumplir el fallo de tutela. Entre el desacato y el cumplimiento existen las siguientes diferencias”

Finalmente y para una mayor comprensión del tema, se traen a colación las diferencias existentes entre cumplimiento del fallo e incidente de desacato, que ha decantado la jurisprudencia
 

(i) El cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desacato es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal.

(ii) La responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el desacato es subjetiva.

(iii) La competencia y las circunstancias para el cumplimiento de la sentencia se basan en los artículos 27 y 23 del decreto 2591 de 1991. La base legal del desacato está en los artículos 52 y 27 del mencionado decreto. Es decir que en cuanto al respaldo normativo, existen puntos de conjunción y de diferencia.

(iv) El desacato es a petición de parte interesada; el cumplimiento es de oficio, aunque puede ser impulsado por el interesado o por el Ministerio Público.

3. Caso Concreto 

Descendiendo al caso bajo examen se observa que la sentencia que amparó los derechos fundamentales de la accionante, ordenó a Ramón Alberto Rodríguez Andrade, Director General de Gestión Social y Humanitaria que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes proceda resolver de fondo los recursos interpuestos el 10-10-2015 contra el acto administrativo a través del cual se negó la inclusión de la señora Peláez Correa en aras de obtener su inclusión en el Registro Único de Víctimas y que le sea notificada en debida forma.

La accionante por su parte solicitó que se resuelva de manera concreta, de fondo y definitiva los recursos interpuestos ante la UARIV.
De lo dicho se colige que el término para dar cumplimiento a la sentencia se encuentra vencido si en cuenta se tiene que se contabilizaba a partir del día siguiente a la notificación de la sentencia, que se emitió el 22-07-2016, sin que dentro del trámite incidental se allegue ejecutado dicho proveído.
Así las cosas se tiene que la UARIV a través de la Dirección General de Gestión Social y Humanitaria no ha dado cumplimiento al fallo de tutela, por lo que considera esta Colegiatura, que su conducta fue pasiva, descuidada y negligente a la decisión judicial, sin que haya demostrado la imposibilidad material y jurídica para dar cumplimiento a la sentencia, por el contrario se observa es desinterés en el acatamiento judicial.
No ocurre lo mismo con la Dirección General de la UARIV Paula Gaviria Betancur, lo que da lugar a revocar su sanción, por cuanto desde el 02-06-2016 quien ostenta tal calidad es Alan Edmundo Jara Urzola
, por lo tanto debió ser este el requerido como superior jerárquico y de la misma forma sancionado y no la persona que ya no funge en dicho cargo, pues debe recordarse que el desacato no va contra el cargo sino contra quien está en él, sin perjuicio que el Juez de primera instancia inicie el cumplimiento del fallo de conformidad con el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 con el superior que es y así tener la posibilidad de iniciar desacato en contra de él. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, LA SALA CUARTA DE DECISIÓN DEL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE el auto objeto de consulta, respecto a la sanción de Ramón Alberto Rodríguez Andrade en calidad de Director General de Gestión Social y Humanitaria de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV, y REVOCAR la sanción de Paula Gaviria Betancur como Directora General de la misma entidad por las razones antes expuestas. 

SEGUNDO: DEJAR incólume los demás numerales.
TERCERO: NOTIFICAR: esta decisión por el medio más expedito a las partes.

CUARTO: DEVOLVER el expediente al despacho de origen, en firme esta providencia.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                                         Magistrado                                                                 Magistrada

� Corte constitucional Sentencia C-367 de 2014, M.P Mauricio González Cuervo
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